VIOLENCIA CIVIL EN CHIAPAS: LOS ORIGENES
Y LAS CAUSAS DE LA REBELION

MONICA SERRANO

EL DEBATE ACERCA DE LOS ORIGENES DE LA REVUELTA en Chiapas ha estado
caracterizado por la polarizacién. Los argumentos han sido llevados a los
extremos: mientras que una posicién ha enfatizado la dimensién indigena
rural, otras han subrayado el papel de los actores externos y de los activis-
tas politicos en la insurreccién armada de principios de 1994. Las conclu-
siones de cada una de estas posiciones con respecto a las causas dltimas
que produjeron la radicalizacién campesina indigena difieren de manera
importante. Aquellos que han insistido en el origen indigena de la revuelta
han destacado también el peso de las condiciones socioeconémicas y de las
formas violentas de represién en la radicalizacién de la protesta popular.
Por el contrario, quienes han subrayado el papel de los factores externos
han vinculado el impacto de diferentes influencias —la Iglesia catélica, la
Iglesia protestante, activistas politicos y organizaciones no gubernamen-
tales— con dicha radicalizacién.

Es claro que ambas posiciones son sumamente simplistas; ademds, no
consiguen dar cuenta del proceso que transformé los factores econémicos,
étnicos y sociales en objetivos e instrumentos de la lucha politica. Por consi-
guiente las causas de la rebelién deben buscarse en la compleja interaccién
de todos los factores que subyacen en ambas lineas de interpretacién.

Si bien la literatura acerca de Chiapas ha florecido en los dltimos aios,
el peso real de cada uno de los factores en el estallido de la revuelta social
permanece sin ser aclarado. Aunque es obvio que muchas de las causas que
llevaron a la rebelién tenfan un cardcter econémico, los factores politicos
fueron igualmente fundamentales.

La protesta y la revuelta rural han sido en realidad un rasgo caracterfs-
tico de la politica mexicana y han desempefiado un papel importante en la
conformacién de la relacién entre el campesinado, el capital y el Estado.
Durante décadas la estabilidad en el campo se construyé sobre dos pilares
fundamentales: la reforma agraria y la participacién activa del Estado en
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muchos aspectos de la vida rural. El desmantelamiento repentino de estos
pilares, conjuntamente con las crecientes dificultades enfrentadas por la
agricultura, se han mostrado como una causa importante de la inestabili-
dad (Harvey, 1994; Appendini, 1994). De hecho, pese a la singularidad de
los métodos y del contenido de las demandas, los conflictos en Chiapas
deben ser vistos e interpretados en el contexto de una creciente protesta
rural que se extendié a todo lo largo del pais. Mientras en Chiapas se
incubaba la rebelién, en Chihuahua, Durango, Coahuila y Jalisco la pro-
testa estuvo caracterizada por los constantes bloqueos de carreteras y la
toma de oficinas publicas.

El descontento en Chiapas crecié a lo largo de los ochenta como con-
secuencia del impasse de la reforma agraria en la década anterior y como
resultado también del empeoramiento de las condiciones de la agricultu-
ra en esos anos. Sin embargo, la protesta popular se vio radicalizada por
otros factores, entre los que destacan el deterioro de la situacién econémi-
cay la escalada de la violencia y la represién a raiz de la militarizacién del
estado.

LLA REFORMA AGRARIA EN CHIAPAS

Aunque la reforma agraria y las disputas por la tierra son sélo una parte del
mds amplio escenario de conflicto en Chiapas, es claro que estas tltimas se
encuentran en el corazén mismo del descontento social en la entidad.

La primera reforma agraria tuvo lugar a finales del siglo XIX durante
el gobierno de Emilio Rabasa (1891-1894). Pero esta reforma fue interrum-
pida poco después debido a la expansién de las plantaciones de café y de
caucho. Las reformas subsecuentes, echadas a andar durante el gobierno
de Carranza, pricticamente mantuvieron intactos los intereses de los caci-
ques regionales. De hecho, la primera legislacién revolucionaria en mate-
ria agraria fue expedida en 1921 y establecié un limite sumamente gene-
roso de ocho mil hectdreas, el mds alto en el pais. No seria sino hacia
finales de la década de los veinte que la reforma agraria comenzaria a
avanzar en la frontera sur. Sin embargo y pese a que mis de 80 000 hec-
tareas fueron distribuidas entre cerca de 6 640 familias, esta medida se
llevé a cabo gracias a la expansién de la frontera agricola, por lo que no
fepresent$ una amenaza real para los intereses locales.

La principal amenaza a estos intereses provino en realidad de los esfuer-
zos del gobierno por aumentar su base fiscal mediante el incremento del
valor de las propiedades (Benjamin, 1995: 188-189). Hasta la década
de los treinta, la reforma agraria brill6 por su ausencia en Chiapas y las
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pocas tierras redistribuidas se concentraron en la regién del Soconusco,
en donde un incipiente movimiento obrero comenzé a gestarse, vincu-
lado las plantaciones de café y de caucho.

Paradéjicamente, para el momento en que la administracién de Calles
comenzé a disminuir el ritmo de la reforma agraria en el resto del pafs, la
redistribucién de la tierra en Chiapas se aceleré. La aplicacién de la refor-
ma agraria a través del Departamento de Accién Social y Asuntos Indigenas
no sélo permitié el surgimiento de una burocracia indigena, vinculada al
partido gobernante, sino que contribuyé a consolidar la presencia del Esta-
do en la regién.' Sin embargo este proceso acarrearfa costos importantes.
Asi, por ejemplo, el Departamento de Accién Social y Asuntos Indigenas
llevé a cabo la reforma agraria mediante invasiones armadas en grandes
propiedades. Aunque muchos de los efectos de estos cambios fueron sin
duda positivos, con los afios, la contribucién del Estado a la violencia y la
confrontacién en Chiapas se mostraria con toda claridad.’

La respuesta de los intereses afectados seria incluso més violenta.
Durante los primeros afios de la década de los treinta, 200 000 hectédreas
fueron distribuidas entre 14 000 familias y, en el periodo que va de 1936 a
1944, un drea de cerca de 500 000 hectdreas fue repartida entre 60 000
familias en la zona de Los Altos. La respuesta de los terratenientes afecta-
dos por estas medidas fue claramente violenta e incluyé desde ataques a
comunidades hasta el asesinato de lideres campesinos. Expropiaciones
subsecuentes en la zona del Soconusco se toparfan con reacciones simila-
res. Para finales de la década de los treinta, ocho mil hectireas de tierra
de alta calidad fueron distribuidas entre 1 600 peones acasillados agrupa-
dos en siete ejidos. Esta medida se veria acompanada poco después de la
expropiacién de 20 000 hectireas. Para 1946 casi 50% de todas las planta-
ciones de café habfa sido afectado por la redistribucién de la tierra y la
creacién de mas de 100 ejidos nuevos.®

! Como seria el caso en otras regiones, los objetivos de las instituciones federales ter-
minarfan por ajustarse a los requerimientos del control politico. En Chiapas estas agencias
crearon condiciones propicias para el surgimiento de caciques indigenas. Los abusos que
hasta ese momento habfan sido perpetrados por la oligarquia mestiza fueron crecientemente
cometidos por estos caciques, quienes habian recibido el apoyo politico de los gobiernos
local y federal a cambio de control politico (Benjamin, 1995, pp. 202, 209 y 229; Carmack,
1989, pp. 408-409; Harvey, 1992, p. 56; Wassertrom, 1983).

? C4rdenas distribuyé, por medio dé canales no oficiales, armas a aquellas comunida-
des agrarias y ¢jidos interesados o convencidos de la necesidad de procurarse su propia de-
fensa (Benjamin, 1995, pp. 213-216).

® Debido a que la comercializacién del café habia estado controlada por grandes plan-
taciones, los nuevos ejidatarios pronto se enfrentaron a nuevos problemas. Como resultado
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Pese a estos avances, el aliento de la reforma agraria resultaria efi-
mero. La reforma se detendrfa ante las presiones ejercidas por las clases
terratenientes que recurrieron a todo tipo de medidas: desde la divisién
de sus propiedades, la proliferacién de guardias privadas y, por lo menos
en una ocasién, el establecimiento de una alianza con el:jefe militar de la
regién.

De hecho el programa de reforma agraria implantado durante los afios
de Cirdenas (1934-1940) dej6 priacticamente intacto el poder de la élite
regional. La redistribucién no fue capaz de disminuir la capacidad de los
grandes terratenientes de Chiapas para resistir muchos de los otros pro-
gramas revolucionarios, ni para asimilar y domesticar los objetivos de la
Revolucién. Estos objetivos fueron asimilados con frecuencia al mis viejo
enfrentamiento entre las élites de la zona de Los Altos de Chiapas y los

. rancheros del Valle Central. La reforma no afecté el poder de los terrate-
nientes en la zona de Los Altos. Pero, ademds, muchas de las plantaciones
recibieron como compensacién documentos de inafectabilidad. Y no deja
de resultar irénico que uno de los principales legados del periodo cardenis-
ta fuese una leccién tan importante como explosiva y asimilada por igual
por los principales actores de Chiapas. Tanto el gobierno como los terra-
tenientes, ejidatarios y campesinos no tardaron en comprender la utilidad
potencial de las invasiones de tierra.

No sélo las grandes propiedades permanecieron relativamente inmu-
nes a la reforma agraria, sino que el poder econémico permitié a la clase
terrateniente controlar las estructuras de poder local, debilitar a aquellos
gobiernos que buscaron ejecutar politicas contrarias a sus intereses y con-
ducir en cambio la politica regional en la direccién que mds conviniera a
sus intereses. No es sorprendente pues que en las pasadas siete décadas la
mayor parte de la tierra redistribuida en Chiapas proviniera de la expan-
sién de la frontera agricola, a expensas de la selva tropical.*

COLONIZACION Y REFORMA AGRARIA EN LA SELVA

Los procesos de colonizacién y de migracién hacia la Selva
Lacandona de Chiapas terminarfan por producir una dindmica de dere-

de ello las plantas procesadoras de café se convertirian en blanco de nuevas demandas de
expropiacién (Benjamin, 1995, pp. 229-235).

* Este proceso tendria graves consecuencias para el medio ambiente, reflejadas en la
pérdida de cerca de 70% de la selva de Chiapas. Mas grave fue el hecho de que estas medi-
das tuvieron s6lo un modesto impacto redistributivo. La productividad de la tierra en la
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la larga resultaria altamente desestabilizadora. Ademds de fomentar las
tacticas violentas y las invasiones de tierra, el programa de reforma agra-
ria del gobierno estatal terminé por agudizar las presiones sobre la ya de
por si compleja estructura de derechos de propiedad. En lugar de actuar
como 4rbitro en los conflictos entre campesinos y terratenientes, el go-
bernador Castellanos promovié la confrontacién directa entre las organi-
zaciones independientes y la Confederacién Nacional Campesina. Esta si-
tuacién explica el cardcter efimero de la politica de reforma agraria que
llegarfa a su fin hacia mediados de 1985.

A pesar de que desde finales de los setenta el gobierno de Lépez Por-
tillo habfa declarado publicamente el fin de la reforma agraria y habia
iniciado incluso un cambio de politica en favor de la productividad, la
reforma al Articulo 27 de la Constitucién introducida en 1992, y mis es-
pecificamente la anulacién del derecho de los campesinos a demandar
tierras, resultarfa profundamente desestabilizadora en Chiapas. En efecto,
dado que este estado concentraba la mayor proporcién del rezago agra-
rio, la nueva politica afecté seriamente las expectativas de numerosas
familias de campesinos que habian soportado por mas de una década te-
rribles condiciones socioeconémicas. Las consecuencias de esta reforma,
asi como el impacto de la creciente inseguridad que aquejaba a numero-
sas comunidades en la selva, resultarian explosivos.

CONDICIONES SOCIOECONOMICAS EN LA DECADA DE LOS OCHENTA

En Chiapas las adversas condiciones socioeconémicas pueden rastrearse
hasta el siglo XIX, tanto en las practicas abusivas que subyacieron en las
relaciones laborales, como en una:jerarquia social a cuya cabeza se encon-
traron los “coletos”, los descendientes de los esparfioles. Estos factores ha-
rian de Chiapas una sociedad profundamente dividida. Aunque como he-
mos visto la reforma agraria fue claramente insuficiente, la escasa tierra
repartida y los subsidios estatales consiguieron por algunas décadas esta-
blecer condiciones minimas de estabilidad. Sin embargo para la década de
los setenta la combinacién de una serie de factores terminaria por desman-
telar los pilares de esta fragil estabilidad. En primer lugar, los ambiciosos
proyectos estatales, como la construccién de presas, tendrian un efecto ne-
gativo en la subsistencia campesina. Por otra parte, la expansién de la gana-
derfa provocaria la reubicacién forzada de campesinos, mientras que la cai-
da subita de los precios del café y el desmantelamiento de los subsidios
estatales, como resultado de la introduccién de politicas neoliberales,
agudizarfan la vulnerabilidad de las comunidades indigenas en Chiapas.
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En Chiapas las relaciones laborales han estado caracterizadas por la
presencia de précticas despdticas y arbitrarias.” A pesar de que la Consti-
tucién de 1857 prohibié las deudas de servidumbre, en Chiapas esta legis-
lacién fue ignorada por cerca de un siglo y los sucesivos intentos por
remover dicha prdctica fracasaron. En realidad serfa el mercado el que
establecerfa las primeras formas de regulacién laboral, especialmente en
la zona del Soconusco pero, en el resto de la regién, los nuevos intentos por
regular las deudas de los peones en 1907 y 1912 serfan igualmente aborta-
dos por la élite local.

Si bien estas deudas fueron de nuevo prohibidas en 1915, como seria
también el caso con la reforma agraria, la inestabilidad crénica que aque-
jaba al estado de Chiapas obstruirfa su instrumentacién. Incluso después
de la Revolucién, en 1918, una huelga en la que los peones demandaban
el pago por hora y no por volumen fue considerada ilegal por el recién
creado Consejo de Relaciones Laborales. Y no serfa sino hasta 1922 cuan-
do la unién de trabajadores y campesinos del Soconusco, establecida ape-
nas un afio antes, conseguirfa estallar con éxito una huelga que involucrarfa
a mas de cinco mil peones. A raiz de esta huelga los terratenientes acepta-
ron un paquete de negociacién que inclufa:jornada de ocho horas, la can-
celacién de las deudas pendientes y el establecimiento de escuelas en el
interior de las plantaciones."

En la década de los treinta, los cambios introducidos por el mercado y
el avance de la reforma agraria erosionaron de manera gradual el poder
de la clase terrateniente. Pero ademads para principios de esta década se
cre6 una burocracia especial encargada de la investigacién y de la ejecu-
cién de las reformas laborales." Aunque sin duda estas medidas tuvieron

° Es importante sefialar que no todas las practicas despéticas se restringieron a la rela-
cién entre la hacienda y el campesinado. Los abusos ocurrieron también en el interior
mismo de las comunidades indigenas. En Zinacantdn, por ejemplo, las familias desarrolla-
ron un complejo sistema de deudas entre parientes con el objeto de mantener la mano de
obra necesaria para su sobrevivencia. Véase Collier, 1989.

1% La creacién y la penetracién del Partido Socialista Chiapaneco en las zonas cafetale-
ras seria un importante paso en esta direccién. La presencia de este partido fue vital parala
organizacién de sindicatos y la negociacién de contratos colectivos. Pese a estos avances,
los logros aparejaron también serios costos: el asesinato de los lideres de los sindicatos y los
arrestos masivos. Véase Benjamin, 1995, pp. 153 y 177.

1 El nuevo Departamento de Trabajo, Defensa Proletaria y Bienestar Social proveyé
asesorfa gratuita y supervisé los contratos y las condiciones de trabajo en las haciendas que
empleaban a mas de 14 000 peones o campesinos. La Junta de Conciliacién y Arbitraje, que
se habia cerrado en 1920, fue restablecida, y una ley laboral, promulgada en 1927, introdu-
jo la normatividad para los contratos colectivos, los esquemas de reparto de utilidades y el
salario minimo (Benjamin, 1995, pp. 188-205; Knight, 1996, p. 73).
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un impacto importante en las condiciones de trabajo en Chiapas, el sector
integrado por los peones permaneceria practicamente desprotegido. De
acuerdo con los estudios de algunos especialistas, la vieja prictica del peo-
naje estaba todavia presente en dreas como Simajovel y Huitiupan en la
década de los ochenta (Harvey, 1992: 62).

Por otra parte, como habia sido el caso en el pasado, la presencia de
trabajadores y campesinos guatemaltecos debilité la posicién de los peo-
nes frente a los terratenientes. El flujo de refugiados guatemaltecos incre-
menté el nimero de trabajadores temporales de entre 15 000 y 30 000 a
mds de 100 000 anualmente en la década de los ochenta."”

En las dos décadas siguientes, a estas condiciones laborales claramen-
te regresivas se sumaron otros factores que resultarian en particular dis-
ruptivos. Estos incluyeron la expansién de proyectos estatales y el subse-
cuente adelgazamiento del Estado, la abrupta caida en los precios del café
e, igualmente importante, la implantacién de politicas sociales tan
politizadas como ineficientes.

Aunque el desarrollo de ambiciosos proyectos estatales —plantas hidro-
eléctricas, explotacién de petréleo y desarrollo de carreteras— trajo con-
sigo importantes beneficios, éstos se vieron también acompaiados por
costos considerables. Asi, por ejemplo, las ventajas derivadas del empleo
temporal asociado a estos proyectos con frecuencia fueron neutralizadas
por los daros al equilibrio ecolégico y en tltima instancia a las condicio-
nes de vida de muchas comunidades. La pérdida de mas de 200 000 hecta-
reas de tierra productiva como consecuencia de las inundaciones produ-
cidas por el complejo hidroeléctrico de La Angostura y Chicoasén tendria
efectos devastadores (Benjamin, 1995: 257).

Por otra parte, la reforma neoliberal, echada a andar hacia mediados
de la década de los ochenta, provocé el retiro o la privatizacién de diver-
sas instituciones que hasta ese momento habian otorgado un apoyo suma-
mente valioso a las comunidades indigenas y campesinas en Chiapas. En
1989 la Corporacién Forestal de Chiapas y el Ingenio Azucarero de Pujiltic
fueron privatizados. En ese mismo arfio el Instituto Mexicano del Café (In-
mecafé) y la Aseguradora Nacional Agricola y Ganadera desaparecie-
ron. El desmantelamiento del Inmecafé tendria efectos sumamente graves
en Chiapas, ya que para 1988 este estado comprendia a cerca de 38%
(194 000) del total de los productores de café."”

12 Enere 1980 y 1983 por lo menos 90 campos de refugiados se crearon a lo largo de la
frontera con Guatemala. Véase Benjamin, 1995, p. 271, y Hernandez, 1994, p. 46.

3 En 1949 fue creada la Comisién Nacional del Café y nueve aiios después, en 1958, se
convirtié en el Instituto Mexicano del Café. Esta institucién contribuyé al financiamiento y
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Aunque sin duda muchas de estas reformas removieron a politicos
corruptos € ineficientes, también implicaron el desmantelamiento de una
red desplegada por el Estado a lo largo de casi cinco décadas y que habia
servido de apoyo al sector agricola y campesino. Mis importante quizé fue
el hecho de que el proceso ocurrié en un momento especialmente dificil
para la economia chiapaneca y en particular para la economia agricola. Los
precios del café se habfan desplomado, pero ademids, en 1988 se habia in-
troducido la prohibicién de la explotacién forestal a la par que la liberaliza-
cién comercial inundaba el mercado interno con productos agricolas bara-
tos. Estos cambios distorsionarian la produccién agricola y obligarian a los
productores a refugiarse en el sector protegido del maiz, y terminarian por
despertar una ola de protesta a todo lo largo y ancho del pafs.

La caida en los precios internacionales del café y la eliminacién de los
subsidios a la produccién de este grano implic6é una reduccién en el in-
greso de los productores de cerca de 65%. Ademais, el cierre del Inmecafé
privé a muchos productores de canales de comercializacién bésicos. En
efecto, el desmantelamiento de los subsidios y del apoyo estatal a la agri-
cultura tendrfa consecuencias devastadoras para la vida rural en Chiapas.
Durante la administracién de Miguel de la Madrid (1982-1988), los subsi-
dios gubernamentales a la agricultura se redujeron en promedio en 13%y
el presupuesto asignado a las agencias federales que operaban en el sec-
tor rural disminuyé también en cerca de 62.3% (Harvey, 1990: 4-6 y 1994:
11). No sélo se cerré el crédito, sino que el escaso capital disponible tuvo
que ser utilizado para pagar intereses. En el caso de Chiapas, el nimero
de productores considerados como sujetos de crédito disminuyé de 20.4%
en 1985-1989 a 12.7% en 1990. De ahi que el crédito sélo llegara a 5.7%
de los productores (Harvey, 1994: 9-12).

Para 1994, dos afios después de la reforma del Articulo 27, las condi-
ciones en el sector rural permanecian en una total incertidumbre. La in-
versién esperada en los sectores mds dindmicos no cristalizé, y la banca
privada terminé por sustituir al Estado como primera y tnica fuente de
crédito. Mas ain, el Procampo (Programa Nacional de Apoyos Directos al

la comercializacién de la produccién del café y, aunque fueron numerosos sus efectos posi-
tivos, como seria el caso de muchas otras instituciones del Estado, su funcionamiento ter-
minaria siendo oneroso. Para 1988 habfa acumulado una deuda de cerca de 90 millones de
délares y su participacién en el mercado habia decrecido de 44% en 1982-1983 a 9.7% en
1987-1988 (Benjamin, 1995, p. 254; Herndndez, 1991, p. 52; Harvey, 1994, p. 10).

" Al responder a estas protestas el secretario de Comercio de aquel momento, Jaime
Serra Puche, afirmé: “si la agricultura no es ya redituable, entonces compaiieros desistan-
se de cultivar”. Carlos Montemayor, “Un consejo de Serra Puche”, La Jornada, 16 de octu-
bre de 1993,
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Campo) fue introducido de manera precipitada en octubre de 1993, en
visperas de la eleccién presidencial. Si bien la nueva politica fuejustifica-
da en términos de mayor transparencia y de mayor eficiencia en la asigna-
cién de subsidios (por la via de pagos directos), su ejecucién favorecié sin
duda a los propietarios regularizados."” Por consiguiente, para cerca de
los 70 000 ejidatarios de Chiapas dedicados a la produccién de maiz, el
requisito de registro de las parcelas y el giro hacia los cultivos apoyados
por Procampo resultarfan sumamente complicados.

En Chiapas, como en el resto del pais, el Programa Nacional de Solida-
ridad (Pronasol) buscé mitigar los efectos de los procesos de ajuste es-
tructural y de los programas de estabilizacién. Pero, a diferencia del resto
del pais, este programa no logré contener la protesta social en el estado
fronterizo. A pesar de que Chiapas recibié la mayor proporcién de los fon-
dos nacionales, en el periodo 1989-1991 su participacién en el presupues-
to global de Pronasol (7.2%) permanecié por debajo de su contribucién
a la pobreza nacional (10%). Ni los gastos de pronasol en Chiapas —de
130% en 1989-1990, 50% en 1990-1991, 20% en 1991-1992 y de 1% en
1992-1993— ni la aparente fortaleza de su estructura organizacional —apo-
yada en cerca de nueve mil comités— lograrian ofrecer una respuesta a las
necesidades sociales. Pero quizds mas importante fue el hecho de que en la
practica este programa resulté potencialmente desestabilizador.

Segun algunos estudios las autoridades locales en Chiapas manipula-
ron abiertamente los recursos asignados por Pronasol mediante la crea-
cién del ministerio de participacién comunitaria. Dicho ministerio pre-
mié tanto la lealtad al PRI como a la organizacién campesina oficial, la
CNC. Este factor acentuarfa el descontento y las divisiones entre las dife-
rentes comunidades indigenas (Harvey, 1994: 18-20). Pero, ademads, eva-
luaciones posteriores del programa en el ambito estatal dejaron ver que la
l6gica de la asignacién de fondos no siempre garantizé resultados 6ptimos.
Supuestamente Pronasol otorgaba a las comunidades una considerable
flexibilidad para decidir la asignacién de los fondos sobre la base de nece-
sidades locales, pero en la practica dicha asignacién presenté importantes
problemas. En primer lugar, el disefio del programa no logré garantizar
que todos los recursos fueran distribuidos de acuerdo con las necesidades
regionales en términos de pobreza. En segundo término, Pronasol no pu-
do asegurarse de que todos los beneficiarios pertenecieran al grupo iden-
tificado como prioritario y, por Gltimo, la distribucién de recursos no
respondié necesariamente a las necesidades mas urgentes.

% Este programa incluyé una serie de condiciones entre las que cabe mencionar el
registro de las parcelas y su dedicacién a cultivos especificos.
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No-sélo en Chiapas sino también en muchos otros estados de la Repu-
blica, la correspondencia entre los indices de pobreza y la totalidad de los
recursos asignados fue mds bien imperfecta; de hecho, las zonas urbanas se
beneficiaron a expensas de las dreas mds pobres. Igualmente importante
fue que buena parte de los proyectos permaneciera inconclusa, lo que dejé
entrever serios problemas de supervision y de corrupcién.’

IDENTIDADES ETNICAS

Las estimaciones acerca del total de la poblacién indigena de Chiapas fluc-
tdan entre 700 000 y un millén de habitantes. Esta poblacién se divide en
nueve grupos étnicos. Gerca de 50% del total habita la zona de Los Altos
y alrededor de 150 000 se localizan en la selva, 230 000, es decir, 32%, no
hablan espaiol.”” Desde la década de los setenta la presencia del Instituto
Nacional Indigenista (INI) en la regién alenté a algunas comunidades a re-
cuperar y reivindicar viejas identidades con el fin de que tuvieran acceso
a los programas y a la asistencia provista por esta misma agencia (Viqueira,
1995). Para finales de la década, la afirmacién de identidades histéricas y
lingiifsticas permitié a ciertas comunidades, particularmente a los tzeltales,
reclamar derechos de propiedad sobre viejas tierras comunales. Este pro-
ceso fue acompaifiado del desarrollo de agrupaciones independientes y
altamente combativas, afiliadas a la Organizacién Campesina Emiliano
Zapata (OCEZ), que desempenaron un papel de suma importancia en la
politizacién de la poblacién indigena.

A medida que las condiciones socioecondmicas se deterioraron y que
las comunidades se vieron obligadas a competir por recursos escasos, esta
tendencia se fue agudizando. A lo largo de los ochenta, diversas identida-
des étnicas se activarian y se politizarfan en parte como consecuencia de
la incapacidad del Estado para garantizar la prosperidad econémica y con-
diciones minimas de orden y de seguridad a los habitantes. Como ha ocu-
rrido en muchos otros pafses, en Chiapas las identidades étnicas, algunas
de las cuales habfan permanecido “por mucho tiempo olvidadas [...] resu-
citaron como focos de oposicién y de revuelta” (Howard, 1995: 288).

! Una de las supuestas ventajas del Pronasol residfa en la libertad de las comunidades
para participar activamente y decidir la asignacién de fondos entre los tres subprogramas:
solidaridad para el bienestar social, solidaridad para la produccién y solidaridad para el
desarrollo regional. Véase Guevara, 1995,

7 En 4reas como el Soconusco, para 1900 la poblacién indigena practicamente habfa
desaparecido y representaba tinicamente 0.68% de la poblacién total (Hernandez, 1994;
Viqueira, 1995a).
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Aungue podria argumentarse que la identidad mexicana fracasé en
sus intentos por incorporar a estos grupos que hoy afirman su derecho a
la autonomfia y a la organizacién politica, también es cierto que muchas
otras comunidades étnicas en la regién, incluidos los zoques, sin perder
su propia lengua y cultura, terminaron siendo absorbidos por la cultura
dominante a través de procesos de mestizaje.”® Pero ademds, aunque el
indigenismo buscé revertir condiciones de profunda desigualdad y dis-
criminacién que afectaban a muchas de estas comunidades, terminarfa
siendo sentido por los mestizos como una forma mas de discriminacién
(Arizpe, 1995: 29). A medida que las identidades étnicas se activaron poli-
ticamente y que los grupos mestizos enfrentaron el riesgo de quedar mar-
ginados, se hizo evidente el potencial de conflicto interétnico en esta
regién.

La dimensién étnica es un tema recurrente en la literatura reciente
sobre Chiapas. Poca duda cabe de que la protesta social contribuyé a sacar
a la luz publica los prejuicios y la intolerancia racial que atin subyacen en
muchas de las relaciones sociales en Chiapas. Sin embargo, muchos de los
estudios sobre la revuelta han subestimado el peso de los conflictos
interétnicos y de las tensiones religiosas en el umbral de violencia que hoy
aqueja a Chiapas. De manera similar, algunos de estos estudios han solido
ignorar las presiones asociadas a la densidad demografica."

Chiapas, especialmente la regién de la selva, ha absorbido numerosos
migrantes de diversos estados. Ademads, las altas tasas de crecimiento de
la poblacién nos permiten explicar las crecientes presiones sobre recursos
claramente escasos. Entre 1980 y 1990 la tasa de crecimiento de la pobla-
cién en las comunidades zoques era de 4.8% y, en la selva las comunidades
mds pobres, como La Victoria y Nuevo Chihuahua, arrojaron promedios
que osilan entre 6.9 y 4.2 hijos por mujer.”’

Las bases de apoyo de los zapatistas incluyen a comunidades indige-
nas de Los Altos y de la selva. Sin embargo la simpatia no se ha manifesta-
do de manera uniforme. Los vinculos establecidos entre los tzeltales y
tzotziies a través de la OCEZ probarian ser sumamente utiles al EZLN (Ejér-

'® Es importante enfatizar que la mayorfa de la poblacién, tanto en el caso de los tzeltales
y tzotziies (60-70%) como en el de los tojolabales (80%), es bilingtie (Viqueira, 1995).

¥ A pesar de las presiones sobre la tierra que resultan de la sobrepoblacién, este pro-
blema ha sido pricticamente ignorado por los estudios sobre conflicto rural y la lucha por
la tierra en Chiapas.

2 En 1910 1a poblacién total en Chiapas era de 438 843 habitantes, y para 1990 esta
cifra se habfa incrementado a 3 203 915. En el mismo periodo, no obstante la mortalidad
infantil, la tasa de crecimiento pasé de -0.4 a 4.4%. Véase Ascencio y Leyva, 1992, p. 211;
Del Carpio, 1992, p. 93; y Arizpe, 1995, p. 13.
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cito Zapatista de Liberacién Nacional) y este movimiento también encon-
trarfa apoyo considerable entre los tojolabales que comenzaron a reubicarse
en la zona de la selva a principios de siglo. Una comunidad en particular,
Guadalupe Tepeyac, se convertiria en importante centro de operaciones
del movimiento zapatista. Por el contrario, las comunidades zoques apa-
rentemente han permanecido mds bien aisladas y distanciadas del mo-
vimiento. De manera similar el EZLN parecia enfrentar mayores dificulta-
des para penetrar la zona del Soconusco, un drea donde las entidades
étnicas permanecieron en estado latente.

En relacién con las afiliaciones religiosas, la evidencia disponible es
limitada. Sin embargo, es claro que las divisiones religiosas han contribui-
do a aumentar la tensién en un horizonte étnico ya de por sif complicado.
En efecto, las consideraciones religiosas en ocasiones nos permiten ex-
plicar la violencia en la regién.*' M4s adn, algunos estudios han hecho
posible identificar un patrén religioso detrds de las lealtades politicas.
Los militantes y los elementos mas radicales no sélo fueron apoyados sino
alentados por la diécesis de San Cristébal, y algunos datos parecieran su-
gerir que la principal base de apoyo del EZLN se encuentra también bajo la
influencia de la Iglesia catdlica, y mas especificamente de las érdenes do-
minica y marista.” Por el contrario, en 4reas bajo la influencia de los
protestantes, la presencia del EZLN, por lo menos hasta hace poco, era mis
bien débil.?

LA POLITIZACION EN EL CAMPO Y EL CRECIMIENTO
DE LAS ORGANIZACIONES CAMPESINAS

Desde la década de los sesenta, influida por la doctrina de la teologia de la
liberalizacidn, la Iglesia catélica se involucré crecientemente en la organi-
zacién de las comunidades indigenas. El Congreso Indigena de 1974, cen-
trado en la discusién de los temas agrarios, contribuyé sin duda a desper-
tar entre las comunidades indigenas la conciencia sobre los derechos labo-

*' En 1971 mas de tres mil indigenas fueron expulsados de sus comunidades acusados
de herejia (Carmack, 1989, p. 415).

2 Tello, 1995, pp- 106-107, e informacién reunida en Chiapas en 1995.

# El censo religioso en 1947 apuntaba un total de 650 765 catélicos, 6 736 protestantes
y 17 744 personas que practicaban otras religiones. Para 1990 estas cifran se habian
incrementado a 1 832 887 catdlicos, 440 520 protestantes y 436 876 miembros de otras re-
ligiones. En ese aiio la influencia de las iglesias protestantes alcanzaba ya a 16% de la po-
blacién total del estado (Ascencio y Leyva, 1992, p. 211).
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rales y los derechos de propiedad.” El Congreso Indigena de 1974, cele-
brado en San Cristébal de las Casas con motivo del aniversario nimero
500 del nacimiento de Fray Bartolomé de las Casas, seria el catalizador de
un periodo de intensa politizacién de los campesinos y de la poblacién
indigena, que llevaria a la creacién de numerosas organizaciones campesi-
nas independientes.” Algunos activistas maofstas de la organizacién Unién
del Pueblo fueron invitados por la Iglesia catélica para ayudar en la orga-
nizacién de este congreso indigena.”

Si bien el congreso fue formalmente disuelto en 1977, un ano des-
pués, una organizacién maoista, Politica Popular (PP), eché a andar una
campana que buscé la reorganizacién de los cuadros y del incipiente li-
derazgo desarrollado bajo el paraguas de dicho congreso (Morales, 1992).
Aunque la aceptacién de la presencia de estos activistas por parte de las
comunidades indigenas tomaria algin tiempo e incluso traeria consigo
algunas expulsiones, finalmente cristalizé hacia 1979 mediante la orga-
nizacién Unién de Ejidos Quiptic. La nueva alianza desempenarfa un
papel fundamental en un periodo de intensa organizacién campesina y
de participacién politica bajo el amparo de la Unién de Uniones Ejidales
y Grupos Campesinos Solidarios de Chiapas (UU), establecida en 1980.

El gobierno reaccioné ante el auge de estas iniciativas independientes
con la creacién del Consejo Supremo Tzeltal y de la Cooperativa de Cafe-
taleros de la Regién Tzeltal. Sin embargo, la Unién Quiptic resistié la
cooptacién y su ejemplo fue pronto seguido a lo largo y a lo ancho de esta
regién. Como se apunté arriba, para 1980 la Unién Quiptic, conjunta-
mente con otras dos organizaciones, establecié la UU, misma que agrupé a
un total de 112 ejidos.”” La estrategia llevada a cabo por la UU a lo largo
de este periodo puso un énfasis especial en el acceso al crédito y en la
comercializacién del café.

24 Para una descripcién detallada del congreso, véase Morales, 1992.

¥ Aunque la iniciativa original provino del gobierno, éste delegé la organizacién en
Samuel Ruiz, obispo de San Cristébal. Si bien la ausencia del gobierno produjo desencanto
entre algunas comunidades, las que participaron gozaron de una oportunidad inica para
discutir problemas comunes. Estos incluyeron las peticiones de tierra y las demandas de
reposesion de tierras comunales, la asistencia técnica, el crédito y cuestiones relativas a la
salud, como la tuberculosis, enfermedad que el gobierno federal habia considerado ya
erradicada pero que todavia se presentaba entre estas comunidades (Morales, 1992, p. 253;
Herndndez, 1994, p. 45; Harvey, 1994, p. 30; Tello, 1995, p. 68).

% A finales de los setenta activistas maoistas vinculados a la corriente Politica Popular,
inclinados por las formas de lucha no violentas, se establecieron en la selva. En 1976 Politi-
ca Popular se unié a Unién del Pueblo y se convirtié en Linea Proletaria. El principal lider
de PP fue Adolfo Oribe Berlinguer (Harvey, 1994, pp. 30-31).

% De acuerdo con Tello, Jaime Soto, un maoista, encabezé la creacién de la Unién
Quiptic. Las tres Uniones de Fjidos (UE) no sélo abarcaron a las 180 comunidades, sino que
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Sin embargo, y en claro contraste con la evolucién de la UU, la duplica-
cién y superposicién de derechos de propiedad y la falta de respuesta a
las demandas de la tierra terminaron por echar raiz en una nueva organi-
zacién, la OCEZ, a finales de los setenta.? En efecto, el contexto en el que
nacié y se desarrollé la OCEZ, una organizacién forjada al calor dela lucha
por la tierra, nos permite explicar su radicalismo. También a finales de
los setenta fue creada la CIOAC (Central Independiente de Obreros Agri-
colas y Campesinos), con el fin de asistir en los procesos de constitucién y
desarrollo de las organizaciones y uniones agricolas. Los objetivos de la
OCEZ y de la CIOAC fueron muiltiples e incluyeron tanto la lucha por la tie-
rra como la denuncia contra la represién. Los métodos de las dos organi-
zaciones fueron también similares y, con frecuencia, ambas recurrieron a
la resistencia civil y a la confrontacién directa con las autoridades estata-
les.?® Para mediados de los setenta otras organizaciones, como Alianza
Campesina 10 de Abril, se inclinarfan asimismo por las movilizaciones de
masas y las invasiones de tierra.

Para 1983 la Uy, organizacién de corte mids moderado, atravesaria
por un periodo critico dominado por crecientes preocupaciones con res-
pecto al crédito, la comercializacién y los procesos productivos. Esta crisis
dio lugar a un acalorado debate sobre los beneficios y los costos que po-
drian derivarse del establecimiento de vinculos mds estrechos con el Esta-
do. La crisis fue finalmente resuelta pero a un alto costo: la escisién y la
creacién de una nueva organizacién, la Unién de Crédito Pajal Ya Cactic,
que a finales de los aflos ochenta se uniria a la Asociacién Rural de Interés
Colectivo (ARIC) (Benjamin, 1995: 262, y Harvey, 1994: 33).

Tras la unificacién de 1988, la ARIC mostré su inclinacién por posicio-
nes mds moderadas y también su preferencia por soluciones legales. Esta
estrategia serfa parcialmente premiada hacia 1989 con los titulos de pro-

cubrieron un drea de 11 municipios. Estas organizaciones fueron controladas por delega-
dos del Congreso Indigena y por catequistas. Las tres organizaciones afiliadas a la Unién
de Ejidos eran Quiptic Ta Lecubstesel (Ocosingo), UE Tierra y Libertad (Margaritas) y UE
Lucha Campesina (Margaritas). Véase Benjamin, 1995, p. 262; Tello, 1995, p. 71; Harvey,
1992, pp. 60-61, y 1994, p. 32.

% Originalmente esta organizacién habia sido llamada Casa del Pueblo y adopté su
nuevo nombre en 1982; se convertiria en una de las organizaciones campesinas més inde-
pendientes, la cual se resistiria a todo vinculo con los partidos politicos. Véase Harvey,
1990, apéndice I; Harvey, 1994, p. 33, y Benjamin, 1995, pp. 267-269.

2 Autores como Tello enfatizan los vinculos de esas organizaciones con el Partido
Comunista y con la izquierda en general, y subrayan también el recurso a métodos mas
violentos, incluidos los secuestros (Tello, 1995, p. 84; véase igualmente Hernandez, 1994,
p. 46, y Benjamin, 1995, p. 269).
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piedad concedidos a cerca de 26 ejidos en la regién de la Selva Lacandona
por la administracién de Salinas (Harvey, 1994: 33). Sin embargo, esta
linea conciliatoria produjo profundas tensiones en el interior de la ARIC y
especialmente entre los sectores moderados y aquellos que mantenian vincu-
los con el Frente de Liberacién Nacional (FLN), organizacién que habia
penetrado la regién desde principios de la década de los setenta.*

* De acuerdo con algunas fuentes, los niveles de represién alcanzados
bajo el gobierno de Absalén Castellanos, conjuntamente con el impasse
que aquejé a la reforma agraria, serfan los catalizadores para el estableci-
miento de vinculos mas estrechos entre el FLN, los miembros de las organi-
zaciones campesinas y de grupos catélicos y en particular la ARIC. Sin
embargo, las tensiones producidas por esta misma radicalizacién pronto
se dejarfan ver. Para 1990 éstas habian alcanzado tal magnitud que la riva-
lidad entre el liderazgo de la ARIC y del FLN emergié a la superficie. Esta
crisis fue finalmente resuelta gracias a la creacién de una nueva organiza-
cién, la Alianza Campesina Independiente Emiliano Zapata (ACIEZ) en 1991.

Segtin algunos autores ambas organizaciones tenfan la misma base so-
cial. Y aunque continuaron compitiendo por el apoyo de los campesinos, para
principios de los noventa era claro que la ACIEZ hab{a logrado establecer una
presencia hegemonica. Para 1991 la ACIEZ habia agrupado a campesinos e
indigenas de Altamirano, Ocosingo, San Cristébal, Sabanilla y Salto de Agua.
Y un afio después emergeria como la Alianza Nacional Campesina Indepen-
diente Emiliano Zapata (ANCIEZ). Quizd mds importante sea el hecho de
que la nueva organizacién logré expandir su influencia no sélo en Chiapas
—entre las comunidades, tzeltales, tzoltziles y choles en las zonas de Los
Altos, asi como en Larrdinzar, Chenalhd, Chanal, Huixtdn, Oxchuc, Tila y
Tumbal—, sino que pronto reclamaria también una presencia y una afilia-
cién con otras organizaciones en por lo menos seis estados del centro y del
norte de la Republica (Harvey, 1994: 34).

% De acuerdo con Tello, el FLN, una organizacién radical creada en 1969 en Monte-
rrey, habia establecido bases en la Selva Lacandona tres afios después, gracias al contacto
con César German Yasiez. A pesar de qué esta organizacién atravesé por una crisis a media-
dos de los setenta, resurgiria hacia finales de esa década en varios estados, incluido Chia-
pas. El liderazgo en esta entidad permanecié en manos de Fernando Yiiez y de Javier
Ramirez, y para principios de los ochenta nuevos miembros de la organizacién arribaron y
contribuyeron a la creacién en 1985 del EZLN (Tello, 1995, pp. 95-99).



OcT-Dic 98 VIOLENCIA EN CHIAPAS 469

LA ESCALADA DE LA VIOLENCIA

La militarizacién del estado de Chiapas en la década de los ochenta no
fue un hecho sin precedentes. A finales'del siglo XIX, las tensiones con
Guatemala habian obligado al gobierno de Diaz a transferir al 12° bata-
116n a la frontera del sur. Pero, ademds, durante la primera década del
siglo, los vinculos establecidos entre miembros de la élite local y el gobier-
no guatemalteco fueron con frecuencia acompafiados por el trifico de
armas.” A medida que la crisis en Centroamérica se agudizaba al correr la
década de los ochenta y que los sintomas de inestabilidad se extendian en
la frontera sur, la presencia militar en Chiapas se fue reforzando. Aunque la
militarizacién de la frontera no fue la tinica respuesta del gobierno mexi-
cano ala crisis en Centroamérica, si fue sustancial. Para 1982, luego de las
primeras incursiones del ejército guatemalteco en territorio mexicano, el
gobierno local fue puesto en manos de miembros de las fuerzas armadas,
quienes llevarian a cabo la militarizacién de la regién. No sélo tropas mi-
litares fueron trasladadas entonces a Chiapas, sino que el control de las
fuerzas policiacas del estado se transfirié a mandos militares.

La militarizacién del estado produjo enfrentamientos violentos entre la
poblacién civil y los miembros de las fuerzas armadas, lo que dej6 como sal-
do bajas en ambos lados. Pero, ademads, la negligencia del gobierno y la obs-
tinacién de mantener oculta la existencia de movimientos rebeldes en Chia-
pas contribuyeron a impulsar una ola de violencia y de impunidad
en una regién que habfa sufrido ya décadas de represién brutal. La eviden-
cia disponible ha dejado ver que la inteligencia militar habfa detectado
campos rebeldes desde 1988 y de nueva cuenta en 1991. M4s aiin, el asesinato
de dos soldados en San Isidro Ocotal en marzo de 1993 y el primer enfren-
tamiento dos meses después en Pataté Viejo, desembocarfan en miltiples
actos de tortura y-en arrestos arbitrarios cometidos por la autoridad publica.

Las consecuencias desastrosas de la decisiéon de la élite civil, de trans-
ferir la responsabilidad del mantenimiento de la ley y el orden a las fuer-
zas armadas y de ocultar la existencia de amenazas rebeldes, se mostrarfan
con toda claridad poco después.’” Esta decisién no sélo impidié la formu-
lacién y la ejecucién de un paquete de politicas ptiblicas coherentes en un

¥

31 §i bien en 1892 se firma un acuerdo con Guatemala, las hostilidades entre ambos
paises continuarfan. Entre 1914 y 1920 la élite politica chiapaneca asociada al Valle Central,
en sus esfuerzos por apuntalar su posicién hegeménica, buscé.una alianza con el gobierno
guatemalteco. Véase Benjamin, 1995, pp. 82 y 150.

2 Como ha sefialado Knight, la divisién del trabajo entre las autoridades federales y
locales no sélo hizo posible desplazar la violencia del centro a la periferia, sino que permi-
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estado que lo requeria con especial urgencia, sino que en la medida en que
sancioné formas indiscriminadas de represién, contribuyé también a la
escalada de la violencia.

A lo largo de la década de los setenta la combinacién de una reforma
agraria tan débil como compleja y de una creciente densidad de pobla-
cién termind por exacerbar las demandas sociales. La respuesta del go-
bierno a estas demandas fue una politica que consistié en una limitada
redistribucién de la tierra, misma que se caracterizé por su politizacién,
asi como en medidas represivas. Ante esta situacién, las movilizaciones,
las manifestaciones y las invasiones de tierra se multiplicaron y obligaron
al gobierno a reconsiderar la cuestién de la reforma agraria en 1984.%

Sin embargo, como se apunté antes, esta reforma pronto resulté insu-
ficiente y no logré afectar la hegemonia de los terratenientes y de la élite
local. Para la segunda mitad de la década de los ochenta la radicalizacién
de las organizaciones campesinas y su decisién en favor de la accién direc-
ta se tornarian evidentes. Mds atin, en 1987 las ticticas de accién directa
encabezadas por la CIOAC tuvieron cierto éxito, ya que obligaron al go-
bierno a otorgar titulos de propiedad a 16 ejidos que eran miembros de
esta organizacién (Benjamin, 1995: 267).

A medida que las movilizaciones y las invasiones de tierra aumenta-
ron, se agudizé también la represién. La década de los setenta estuvo do-
minada por las expulsiones, la represién, los arrestos masivos y el asesina-
to de los lideres agrarios.’ A este escenario, ya de por si complejo, se
afadi6 la proliferacién de guardias privadas en zonas como Venustiano
Carranza, Simojovel y Ocosingo. Todos estos factores terminaron por ge-
nerar un clima dominado también por las expulsiones violentas, los arres-
tos masivos y los asesinatos quirdrgicos e indiscriminados. Aunque la ma-
yoria de las victimas fueron lideres de las organizaciones campesinas, es
importante registrar también el asesinato de funcionarios publicos.”

tié a la élite politica evadir la responsabilidad (Knight, 1996). Aunque en el pasado esta
dindmica pudo haber contribuido a la “estabilidad politica”, los acontecimientos en Guerre-
ro y en Chiapas parecen llevarnos hoy a la conclusién contraria.

% A principios de los ochenta las expulsiones en la selva se convirtieron en una fuente
de presién que contribuyé a ampliar la base social de la UU. Para 1985 la magnitud de la
protesta campesina pudo percibirse en la manifestacién realizada en Ocosingo, en la que
participaron cerca de 12 000 campesinos con el objeto de denunciar la expulsién de cuatro
ejidos de la Selva Lacandona.

% De acuerdo con Benjamin (1995, p. 260), buena parte de estas medidas fueron apli-
cadas por las fuerzas armadas.

% Entre mediados de los sesenta y principios de los ochenta, por lo menos 15 miembros
de la OCEZ fueron asesinados y 180 érdenes de arresto fueron emitidas contra sus miembros.



OcT-DIC 98 VIOLENCIA EN CHIAPAS 471

Aunque el nombramiento del general Absalén Castellanos como go-
bernador de Chiapas en 1982 respondié a consideraciones de seguridad
nacional asociadas a la crisis en Centroamérica, la militarizacién del es-
tado de Chiapas que acompafé a su gobierno tendria un impacto clara-
mente negativo en las condiciones ya de por si volitiles y violentas que
aquejaban a las comunidades campesinas. Las violaciones a los derechos
humanos por parte de la administracién de Castellanos aumentaron con-
forme recurria a medidas represivas para mantener el control politico.
Aunque muchas de estas politicas pronto se convirtieron en blanco de la
critica de organizaciones de derechos humanos, la presién gjercida por
dichas organizaciones no fue suficiente para detener la ola de brutales
asesinatos cometidos contra lideres campesinos a lo largo de estos afios.
Igualmente dramitico fue el hecho de que estas denuncias resultaran in-
capaces de detener y mucho menos de revertir la tendencia que habia
llevado a la militarizacién las fuerzas policiacas y a la préactica recurrente
de abrir fuego contra de la poblacién civil.*

Este patrén de violencia y creciente impunidad no sélo continiio bajo
el gobierno de Patrocinio Gonzilez (1988-1993), sino que fue oficialmen-
te sancionado mediante medidas de ingenierfa legal introducidas en el
estado. Nuevos articulos fueron formulados en 1990 con el fin de castigar
las movilizaciones masivas y la toma de edificios puiblicos. A partir de ese
momento estos actos fueron considerados como crimenes en contra del
Estado (Harvey, 1994; Hernédndez, 1994; Tello, 1995). Aunque sin duda la
oposicién y mds especificamente las organizaciones campesinas fueron
las principales victimas de este patrén represivo, la ola de violencia termi-
naria por afectar también a miembros del sector “oficial”. Funcionarios
del gobierno federal y local acabaron siendo objeto de la represién
indiscriminada llevada a cabo por los cuerpos policiacos estatales.”” Este
fue el caso de los funcionarios vinculados con el Instituto Nacional Indi-

En este mismo periodo cuatro comisionados de las tierras comunales en Venustiano Carranza
fueron asesinados, mientras que la toma del Departamento de Asuntos Agrarios por miem-
bros de la Casa del Pueblo en 1974 dejé un saldo de siete soldados y dos campesinos muertos
(Carmack, 1989, p. 419; Harvey, 1992, pp. 61-62; Benjamin, 1995, pp. 260 y 267).

% Como jefe de la 31 zona militar, Castellanos fue responsable de la masacre indigena
de Golonchin, en 1980. Su legado como gobernador incluyé el asesinato en 1984 de nueve
lideres de la OCEZ a manos de simpatizantes de la CNC en Venustiano Carranza, el asesinato
en 1985 de un abogado de la CIOAC y siete individuos mds en 1987, cuando las fuerzas de
seguridad abrieron fuego contra los participantes en las manifestaciones encabezadas por
la OCEZ y la C10AC. En 1988 otros dos lideres campesinos asociados a la CIOAC y a la OCEZ
fueron asesinados (Benjamin, 1995, p. 272, y Harvey, 1994, p. 23).

* En 1991 guardias privadas abrieron fuego contra manifestantes productores de
caia. En julio de 1991, una marcha de indigenas lacandones fue disuelta con gases
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genista, quienes fueron denunciados frecuentemente como elementos sub-
versivos por la élite local. Dichos funcionarios enfrentaron a menudo car-
gos legales e incluso arrestos injustificados.*

Es indudable que la interaccién de la protesta campesina y la repre-
sion indiscriminada terminarfa por agudizar la radicalizacién del movi-
miento, e inclinar el fiel de la balanza en favor de la resistencia armada. Y
si el curso de los acontecimientos hasta aqui examinados apunta en esta
direccién, también es claro que la ola de protestas se vio acrecentada por la
decision del gobierno de poner fin al proceso de reforma agraria.

En efecto, para la década de los noventa, el impacto de la reforma del
Articulo 27 de la Constitucién pudo apreciarse en las continuas y crecien-
tes movilizaciones campesinas. En diciembre de 1991 la OCEZ encabezé
una marcha en Venustiano Carranza para protestar contra estas reformas,
acto que fue seguido en enero de 1992 por otro dirigido por la ARIC. Para
la primavera de ese afio, la marcha Xi Nich partia de Palenque a la ciudad
de México acompaiiada de cerca de 400 indigenas, y poco después una ma-
nifestacion en la que participarian mis de diez mil personas mostraria la
presencia de organizaciones como la ARIC y la OCEZ, pero también la nue-
va fuerza de la recién creada ANCIEZ.*

Para principios de los noventa, las tensiones sociales en Chiapas deja-
ban ver con claridad la extrema fragilidad del equilibrio politico en el
estado. La marcha de octubre de 1992 realizada en San Cristébal habia
ofrecido ya evidencia contundente acerca de la radicalizacién de la protes-
ta popular y de su creciente inclinacién por la accién directa y las opcio-
nes de corte violento (Hernindez, 1994; Harvey, 1994; Tello, 1995). Sin
duda, la herencia de una década dominada por la participacién activa de
organizaciones campesinas y la represién indiscriminada del gobierno se
convertiria en un capital politico sumamente valioso para el liderazgo ra-
dical, convencido de las ventajas de recurrir a la opcién armada.

lacrimégenos utilizados por los cuerpos policiacos. Y para finales de ese aiio, la manifesta-
cién convocada por el Comité de Defensa de la Libertad Indigena (CDLI) en Palenque cul-
miné en arrestos masivos que involucrarian a mas de 100 campesinos. Segin Herndndez, la
mayor parte de las organizaciones campesinas en Chiapas terminarfa viendo a alguno de
sus miembros en prisién (Herndndez, 1994, p. 52, y Harvey, 1994, p. 24).

38 Por lo menos en 1992 habia tres miembros del INI encarcelados. Véase Del Carpio,
1992, p. 80; Hernandez, 1994, p. 48, y Harvey, 1994, p. 20.

% Véase Harvey, 1994, p. 35, y Tello, 1995, p. 147.
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